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Expediente Nº: E/03090/2015

RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

Examinado  el  escrito  presentado  por  MANUFACTURAS  CANARIAS 
REUNIDAS S.A. (MACRESA) relativo a la ejecución del requerimiento de la resolución 
de  referencia  R/01249/2015 dictada  por  el  Director  de  la  Agencia  Española  de 
Protección de Datos en el procedimiento de apercibimiento  A/00074/2015, seguido en 
su contra, y en virtud de los siguientes

  
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: En  esta  Agencia  Española  de  Protección  de  Datos  se  tramitó  el 
procedimiento de apercibimiento de referencia  A/00074/2015, a instancias de  A.A.A., 
con  Resolución  del  Director  de  la  Agencia  Española  de  Protección  de  Datos  por 
infracción del artículo 6 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 
de los Datos de Carácter Personal (en lo sucesivo LOPD). 

Dicho procedimiento concluyó mediante resolución R/01249/2015, de fecha 20 
de mayo de 2015 por la que se resolvía REQUERIR a MANUFACTURAS CANARIAS 
REUNIDAS S.A. (MACRESA) para que, de acuerdo con lo establecido en el apartado 6 
del artículo 45 de la LOPD, procediera al cumplimiento de lo dispuesto en la resolución 
dictada por la Agencia, y, en concreto, para que:

• “.- CUMPLA lo previsto en el artículo 6 de la LOPD.
En  concreto  se  insta  al  denunciado  a  que,  o  bien  retire  las  cámaras 
denominadas 5 y 6 que se encuentran captando imágenes desproporcionadas,  
o  bien  las  reorienten,  de  tal  manera  que  únicamente  capten  imágenes  del  
interior.

• .-   INFORME a  la  Agencia  Española  de  Protección  de  Datos  del  
cumplimiento de lo requerido, aportando en el caso de que opte por retirar  
las cámaras, fotografías del lugar en el que se encuentran instaladas, antes  
y después de su retirada, y en el caso de que opte por reorientarlas, que  
aporte fotografías de la imagen que captan las cámaras en las que se pueda 
comprobar  que la  cámara ha sido  reorientada y  ya  no  capta  imágenes  
desproporcionadas, así como aquellos documentos en los que se ponga de  
manifiesto el cumplimiento de lo requerido en el apartado anterior.

Asimismo, en la medida en que las cámaras efectúan grabaciones, sin que el  
fichero que se genera conste inscrito en el Registro General de Protección de  
Datos de esta Agencia, deberá proceder a inscribir dicho fichero.”
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Lo anterior debía acreditarlo ante esta Agencia en el plazo de UN MES desde el 
acto  de  notificación,  para  lo  que  se  abrió  el  expediente  de  actuaciones  previas 
E/03090/2015, advirtiéndole que en caso contrario se procedería a acordar la apertura 
de un procedimiento sancionador.

SEGUNDO: Con motivo de lo instado en la resolución, el denunciado remitió a esta 
Agencia con fecha de entrada 5 de octubre de 2015, escrito en el que informaba a esta 
Agencia en los siguientes términos: 

1) Aporta fotografías de las cámaras 5 y 6, obtenidas antes y después de 
la modificación de la orientación de las mismas.

2) Aporta  fotografías  de  la  imagen  captada  por  las  cámaras  5  y  6, 
obtenidas antes y después de modificar su ángulo de visión. 

Según se aprecia, después de la modificación -del ángulo de visión- realizada, ya 
no se captan imágenes de la vía pública que sirvan para identificar personas físicas 
identificadas o identificables. 

F  UNDAMENTOS DE DERECHO  

I

Es competente para resolver la Directora de la Agencia Española de Protección 
de Datos, conforme a lo establecido en el artículo 37.d) en relación con el artículo 36, 
ambos de la LOPD.

II

No debemos olvidar que el tratamiento de datos sin consentimiento constituye un 
límite al derecho fundamental a la protección de datos, siendo elementos característicos 
del derecho fundamental a la protección de datos personales, los derechos del afectado 
a consentir sobre la recogida y tratamiento de sus datos personales y a saber de los 
mismos.  Ambos  derechos  son  independientes  y  complementarios,  sin  que  la 
concurrencia de uno de ellos pueda soslayar la exigencia del otro. 

De este modo, las previsiones del artículo 6 de la LOPD deben completarse con 
lo señalado -en su Sentencia de 24 de noviembre de 2011- por el Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea, que resuelve las cuestiones prejudiciales planteadas por el Tribunal 
Supremo en el marco de los recursos interpuestos por diversas asociaciones contra el 
Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de 
desarrollo de la LOPD. A su vez, el marco normativo aplicable se ve afectado por las 
Sentencias del Tribunal Supremo, de 8 de febrero de 2012, en virtud de las cuales se 
resuelven los citados recursos.
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La citada Sentencia del Tribunal de Justicia ha declarado expresamente el efecto 
directo del artículo 7 f) de la Directiva 95/46/CE del Parlamento y del Consejo, de 24 de 
octubre de 1995, relativa a la Protección de las Personas Físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos.

Por tanto, el mencionado precepto deberá ser tomado directamente en cuenta en 
la  aplicación  de  la  normativa  de  protección  de  datos  de  carácter  personal  por  los 
Estados Miembros, y, en consecuencia, por las Autoridades de Control en materia de 
Protección de Datos, por cuanto según señala el Tribunal Supremo en su Sentencia de 
8 de febrero de 2012,  “produce efectos jurídicos inmediatos sin necesidad de normas 
nacionales para su aplicación, y que por ello puede hacerse valer ante las autoridades  
administrativas y judiciales cuando se observe su trasgresión”. 

Tal  y  como se recoge en la  Sentencia  del  Tribunal  de Justicia  de la  Unión 
Europea, en su apartado 38, el artículo 7 f) de la Directiva  “establece dos requisitos 
acumulativos para que un tratamiento de datos personales sea lícito, a saber, por una  
parte, que ese tratamiento de datos personales sea necesario para la satisfacción del  
interés legítimo perseguido por el responsable del tratamiento o por el tercero o terceros  
a los que se comuniquen los datos, y, por otra parte, que no prevalezcan los derechos y  
libertades fundamentales del interesado” y, en relación con la mencionada ponderación, 
el apartado 40 recuerda que la misma “dependerá, en principio, de las circunstancias 
concretas del caso particular de que se trate y en cuyo marco la persona o institución  
que efectúe la ponderación deberá tener en cuenta la importancia de los derechos que  
los artículos 7 y 8 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea  
confieren al interesado”.

Por  este  motivo,  la  Sentencia  señala  en  su  apartado  46  que  los  Estados 
Miembros, a la hora de adaptar su ordenamiento jurídico a la Directiva 95/46, deberán 
“procurar basarse en una interpretación de ésta que les permita garantizar un justo  
equilibrio  entre  los  distintos  derechos  y  libertades  fundamentales  protegidos  por  el  
ordenamiento jurídico de la Unión”, por lo que, conforme a su apartado 47,  “nada se 
opone a que, en el ejercicio del margen de apreciación que les confiere el artículo 5 de  
la Directiva 95/46, los Estados miembros establezcan los principios que deben regir  
dicha ponderación”.

En consecuencia, para determinar si procede la aplicación del citado precepto al 
tratamiento de imágenes de personas físicas identificadas o identificables, realizado a 
través  de  cámaras  y/o  videocámaras,  habrá  de  aplicarse  la  regla  de  ponderación 
prevista en el mismo. Esto es, será necesario valorar si en el supuesto concreto al que 
se refiera  la  instalación de  un  sistema de  videovigilancia  existe  un  interés  legítimo 
perseguido por el responsable del tratamiento o por el tercero o terceros a los que se 
comuniquen los  datos,  que prevalezca sobre  el  interés  o  los  derechos y  libertades 
fundamentales del interesado que requieran protección conforme a lo dispuesto en el 
artículo  1  de  la  LOPD,  según  el  cual  “La  presente  Ley  Orgánica  tiene  por  objeto  
garantizar y proteger, en lo que concierne al tratamiento de los datos personales, las  
libertades  públicas  y  los  derechos  fundamentales  de  las  personas  físicas,  y  
especialmente de su honor e intimidad personal y familiar”.

Sin perjuicio del análisis del supuesto objeto del presente expediente, es lo cierto 
que,  con carácter  general,  puede concluirse que actualmente la legitimación para el 
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tratamiento de imágenes de personas identificadas o identificables mediante cámaras o 
videocámaras para la generalidad de los supuestos, y, muy especialmente, en relación 
con el  de los establecimientos abiertos al  público, se encuentra en la aplicación del 
citado artículo 7.f)  de la Directiva 95/46/CE del  Parlamento Europeo y del  Consejo, 
relativa a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de estos datos.

III

El  artículo  6  de  la  LOPD exige  el  consentimiento  de  los  afectados  para  el 
tratamiento de sus datos personales salvo que la Ley determine otra cosa o cuando 
concurra alguna de las circunstancias previstas en el apartado 2 del citado artículo 6.

En  todo  caso,  el  tratamiento  de  las  imágenes  deberá  cumplir  los  restantes 
requisitos exigibles en materia de protección de datos de Carácter Personal, recogidos 
en la Ley Orgánica y, en particular, en la instrucción 1/2006 de la Agencia Española de 
Protección de Datos.  Así,  el  artículo 3 de la citada Instrucción,  recoge el  deber  de 
informar a los interesados, tanto a través de la colocación de carteles informativos como 
mediante  la  puesta  a  disposición  de  aquéllos  de  impresos  en  que  se  detalle  la 
información; el artículo 4 recoge que las imágenes que se capten serán las necesarias y 
no excesivas para la finalidad perseguida; el artículo 7 obliga a notificar de la existencia 
de los ficheros a la Agencia Española de Protección de Datos y el artículo 8 obliga a 
implantar de medidas de seguridad.

Según se pone de manifiesto en el apartado HECHOS de la presente resolución, 
por parte de la Inspección de Datos de la Agencia se ha procedido a verificar que el 
ángulo de visión de las cámaras 5 y 6, colocadas en las instalaciones de la entidad 
denunciada,  ha  sido  modificado,  no  captando  imágenes  de  personas  físicas 
identificadas y/o identificables que transiten por la  vía pública,  y  de acuerdo con lo 
dispuesto en la normativa sobre protección de datos.

IV

En  supuesto  presente,  del  examen  de  las  medidas  adoptadas  por 
MANUFACTURAS  CANARIAS  REUNIDAS  S.A.  (MACRESA), se  constata  que  el 
sistema de videovigilancia instalado reúne los requisitos establecidos por la normativa 
de protección de datos.

Por lo tanto, de acuerdo con lo señalado,

Por la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos,

SE ACUERDA:

1. PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

2. NOTIFICAR  la  presente  Resolución  a MANUFACTURAS  CANARIAS 
REUNIDAS S.A. (MACRESA), y a  A.A.A..
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De conformidad con lo establecido en el apartado 2 del artículo 37 de la LOPD, 
en la redacción dada por el  artículo 82 de la Ley 62/2003,  de 30 de diciembre, de 
medidas fiscales,  administrativas y del  orden social,  la presente Resolución se hará 
pública,  una vez haya sido notificada a los interesados.  La publicación se realizará 
conforme a lo previsto en la Instrucción 1/2004,  de 22 de diciembre,  de la Agencia 
Española de Protección de Datos sobre publicación de sus Resoluciones y con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 116 del Real Decreto 1720/2007, de 21 diciembre, por el que 
se aprueba el reglamento de desarrollo de la LOPD.

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa (artículo 48.2 de la 
LOPD), y de conformidad con lo establecido en el artículo 116 de la Ley 30/1992, de 26 
de  noviembre,  de  Régimen  Jurídico  de  las  Administraciones  Públicas  y  del 
Procedimiento  Administrativo  Común,  los  interesados  podrán  interponer, 
potestativamente, recurso de reposición ante la Directora de la Agencia Española de 
Protección  de  Datos  en  el  plazo  de  un  mes  a  contar  desde  el  día  siguiente  a  la 
notificación de esta resolución, o, directamente recurso contencioso administrativo ante 
la  Sala de lo  Contencioso-administrativo de la  Audiencia Nacional,  con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 25 y en el apartado 5 de la disposición adicional cuarta de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (en lo 
sucesivo  LJCA),  en  el  plazo  de  dos  meses  a  contar  desde  el  día  siguiente  a  la 
notificación de este acto, según lo previsto en el artículo 46.1 del referido texto legal.

Mar España Martí
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos 
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